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PREFACIO

Hace años que se viene debatiendo acerca de la importancia y conveniencia , que los trabajadores organizados participen en la gestión o la conducción inclusive, de la empresa o de la economía, y es muy abundante la literatura en uno u otro sentido, a favor o en contra, atravesando todas las variantes ideológicas.


Sin embargo esta discusión no encuentra antecedentes en la órbita del sector público, lo que no debe llamarnos la atención si consideramos que estos trabajadores tardaron cuarenta años en alcanzar la igualdad con los trabajadores privados, en lo referente a discutir en paritarias sus salarios y condiciones de empleo.


Salvo la experiencia cogestionaria en la empresa eléctrica estatal en la década del 70’, no fue hasta 20 años después en los 90’ y con motivo de la reforma del Estado, que se convocó formalmente a las organizaciones gremiales a participar y discutir con el Estado en su rol de empleador, dotaciones, estructuras, carrera, etc.


La aparición en 1992 de la Ley 24.185 de Negociación Colectiva, el Convenio 66/99 y en ese mismo año de la Ley 25.164, Marco de Empleo Público, significan un profundo cambio de actitud del Estado Argentino que parece irse alejando de los modelos patrimonialista en la gestión y del paternalismo político traducido en la concesión de beneficios a sectores según la afinidad política, para dar lugar a mecanismos institucionales de participación de los trabajadores en el diseño de un estado moderno, eficaz y democrático.


Lejos de tratarse de un proceso lineal, esta transformación es cambiante, contradictoria, llena de avances y retrocesos, esencialmente viva, dinámica y por ello rica como objeto de reflexión.

EL DIALOGO SOCIAL.


Previo  a la crisis que vivió nuestro país en el año 2001, fue entonces la iglesia católica la que intentó crear un ámbito frente al cual todos los sectores de la sociedad pudieran desenmascararse y comenzar a transitar un camino de concertación, basado en la apertura de espíritu y en el bienintencionado objetivo de procurar alcanzar el desarrollo humano en un marco de bienestar social y fortalecimiento del bien común. 


Fue en ese escenario, entonces, que la amplitud de la convocatoria procuró concentrar desde referencias económicas y políticas hasta entidades sociales con la sola premisa de despojarse por un instante de su interés sectorial en pos de alcanzar principios de acuerdo y comunión aún entre los sectores tradicionalmente opositores.


Decía la 130ª Reunión de la Comisión Permanente de la Conferencia Episcopal Argentina reunida en Buenos Aires el 13 de diciembre de 2001:
 
“Esta dramática crisis es ante todo moral. Ello exige un cambio de mentalidad y grandeza de espíritu. Para recuperar la dignidad y la esperanza de nuestra gente ya no alcanzan las palabras. El diálogo imprescindible y urgente necesita de renunciamientos sinceros en la mente y el corazón de toda la dirigencia. Pensamos que no habrá un diálogo útil y creíble si cada sector no se pregunta sinceramente a qué está dispuesto a renunciar para el bien de todo el país.”
Lamentablemente, la experiencia allí transitada demostró que no se llegó a mayores logros justamente por no poder superar esta etapa de “desprendimiento”: 

Rezaba a modo final dicho documento: “El diálogo que el país reclama de los diversos sectores de su dirigencia debe tener como horizonte la fundación de un tiempo nuevo y no ser el espacio de un intercambio de beneficios o de réditos políticos. El diálogo que la patria necesita debe ser una búsqueda sincera de la verdad y del bien de todos con una permanente preocupación por los más pobres.”

De allí la importancia de la base del “diálogo social” como garantía de verdadero progreso y desarrollo. No es posible, así, una sociedad moderna sin estar sostenida en un conjunto de decisiones compartida y asimiladas por el común de la sociedad.

Esto es el óbice de la discusión nacional. No podemos transformar la realidad seriamente, ni pensar en modernizar el Estado sin avanzar previamente en la comunión de valores y razones sociales que allanen el camino hacia  el bienestar general.

Por eso en estos tiempos, pensar en mejorar la calidad institucional es sinónimo de encontrar un consenso en como hacer un Estado eficaz, mientras paralelamente pensamos y construimos la forma de eficientizar su funcionamiento. Pero sin lugar a dudas, ello no puede realizarse, sino partiendo de la efectiva experiencia del diálogo, es decir en la participación madura y sensata de los actores involucrados. 

Diálogo o participación tan solo limitada al respeto de la diferencia y a la propuesta del interlocutor, al cumplimiento de la ley y al respeto a los valores esenciales del hombre e ilimitada en cuanto a las herramientas, instrumentos o metodologías que faciliten esa concertación.

Y entiéndase bien en cuanto refiero a los “valores esenciales del hombre”; pues hemos llegado al límite social, en que el respeto a valores tales como la libertad, el trabajo digno, la justicia social, la salud, y hasta incluso la vida parecen ser puestos en duda permanentemente en esta modernidad.

Valorizar el diálogo no debe ser interpretado como un renacer del relativismo ni  del chovinismo social sino mas bien, se trata de rescatar el concepto y el sentido esencial de la democracia real.

Discutir o intercambiar ideas o afectos
 en busca de avenencia significa considerar que toda discusión no puede sino partir de principios y/o valores básicos y comunes que hacen esa discusión o intercambio posible (por ejemplo el principio de la buena fe negocial
), pues de lo contrario jamás tendría sentido dialogar porque sería imposible alcanzar coincidencias si ambos interlocutores no respetaran o compartieran un mínimo de conceptos.

 Por lógica, si quienes intentan ponerse de acuerdo no comparten la interpretación sobre lo que significan valores como la “igualdad entre iguales”, “libertad”, “justicia”, “vida”, “amor”, y/o “solidaridad” muy difícilmente puedan alcanzar cualquier consenso en estas mismas temáticas y o en cualquier otra problemática de la vida social.

Por eso, para dialogar se debe partir de un axioma común, entendiendo como tal, una base de coincidencias ideológicas o doctrinales mínimas que hagan posible (aunque no por ello seguro) el entendimiento; puesto que si todo fuera relativo y por ende tan bueno como malo a la vez, sería imposible encontrar un punto de encuentro desde donde afianzarse

Tampoco dialogar significa exaltar hasta el paroxismo el mismo diálogo. No siempre todo hay que dialogar, muchas veces la acción demanda repentinidad, aunque no por ello se afecten los acuerdos.

De hecho si el diálogo venía siendo fecundo, seguro que la acción, aún no meditada e imprevista, no solo será correcta, sino que además será respetuosa de esos acuerdos previos alcanzados en la negociación. 

Puesto que el diálogo y la negociación generan conciencia, podríamos decir que el diálogo genera conocimiento o saber, mas comprensión o entendimiento. Y sin lugar a dudas el entendimiento genera acción.

Por eso, como el diálogo implica participación, en la medida y el compromiso que cada uno desee asumir, el diálogo es un medio, pero también un fin del verdadero sistema democrático.

Entiendo que el diálogo no solo es el resultado, sino también es la fuente de la participación, pero no de cualquier participación, sino de la democrática, es decir de aquella que formaliza la decisión. En otras palabras el diálogo es la garantía de la participación en la  toma decisional y por su intermedio se fortalece la democracia
.

De esta forma. mencionar “social” el diálogo,  es la adjetivación en cuanto la participación de las organizaciones pertenecientes a la sociedad en la formación de esas decisiones.

Con este espíritu se desarrolla el “diálogo social”, con el objeto de superar esa crisis ante todo moral reseñada por la iglesia, pero por sobre todas las cosas para desarrollar un verdadero cambio democrático en la toma de las decisiones sociales que acerque la decisión política a los verdaderos intereses de la comunidad.

Mucho hemos escuchado a lo largo de estos últimos años de la necesidad de acercar los gobiernos a la gente. Que las políticas públicas solo pueden ser válidas en cuanto llevan soluciones a la demanda social. Sin embargo, poco se ha democratizado la decisión, y con ello la política.

Cartas compromisos con los ciudadanos, procesos de modernización del Estado, reformas estructurales de la gestión administrativa y un sinnúmero de intentos de mejora de la calidad institucional se vieron opacados por no comprender que la naturaleza de la verdadera transformación, se encuentra en la democratización de la estructura de las decisiones públicas.

Mientras no se fortalezca el diálogo como herramienta pero también como fin (como vimos) para alcanzar decisiones no estaremos frente a una verdadera democratización del Estado.

Un Estado transparente y democrático, exige un diálogo permanente entre sus actores para la formación de las políticas públicas y asimismo, ese diálogo servirá como garantía de cumplimiento de intereses y/o valores superiores del Estado, que se encuentran por encima de los intereses de cada sector que integra ese estamento estatal.

EL MUNDO DEL TRABAJO Y EL DIALOGO SOCIAL

Esta claro que el “diálogo social”, visto desde un punto de vista filosófico
 o de organización social, excede ampliamente al mundo del trabajo, sin embargo, bien podríamos decir que no hay escenario tan particular como el que ofrece el de las relaciones laborales, donde se exprese con tanta naturalidad y certeza la necesidad de establecer un intercambio de intereses para alcanzar metas de desarrollo de una empresa.

Cuando la Organización Internacional del Trabajo
 define sus principales objetivos expresa que está dedicada a la reducción de la pobreza , a lograr una globalización justa y a generar oportunidades de trabajo decente y productivo para hombres y  mujeres, en condiciones de libertad, seguridad y dignidad humana. La OIT, en su calidad de organización tripartita, trabaja con los gobiernos y las organizaciones de empleadores y trabajadores para promover los siguientes objetivos interrelacionados:

· La protección social
Mejorar la cobertura y la eficiencia de la protección social para todos.

· El diálogo social
Reunir a representantes de gobiernos, empleadores y trabajadores para impulsar la cooperación y ofrecer los conocimientos del "mundo real" sobre el empleo y el trabajo.

· La creación de empleos
Generar mayores oportunidades de trabajo decente e ingresos dignos para mujeres y hombres.

· Los derechos en el trabajo
Realizar actividades en todo el mundo para promover un marco legal sólido de respeto a los derechos económicos y sociales fundamentales.

Desde sus comienzos la OIT ha tratado de definir y garantizar los derechos laborales y de mejorar las condiciones de los trabajadores mediante la creación de un sistema de normas internacionales del trabajo expresadas en la forma de Convenios, Recomendaciones y Repertorios de recomendaciones prácticas. 

Así, en todas las actividades de la OIT es importante la cooperación entre gobiernos y organizaciones de empleadores y trabajadores para fomentar el progreso social y económico. El diálogo entre el Gobierno y los dos "interlocutores sociales" promueve los consensos y la participación democrática de los actores clave del mundo del trabajo. 

Para la OIT el diálogo social puede significar negociación, consulta o simplemente un intercambio de opiniones entre representantes de gobiernos, empleadores y trabajadores, pero sin lugar a dudas desempeña un papel crucial en el logro del objetivo de promover el paradigma del trabajo decente.

Metodológicamente puede consistir en un proceso de negociación tripartito donde el gobierno es parte oficial en dicho diálogo o consistir en relaciones de carácter bipartito entre trabajadores y empleadores con o sin intervención indirecta del gobierno. También la concertación puede ser oficiosa u oficial, siendo con frecuencia una combinación de ambos tipos.

Sin perjuicio de ello la OIT ha manifestado que técnicamente el diálogo social en el mundo del trabajo puede revestir distintas formas:

· El intercambio de información, que es concebido como una etapa básica e indispensable en los procesos de discusión y acción,

· La consulta, donde se va mas allá del simple intercambio de información y requiere que las partes asuman un compromiso en el sentido de compartir opiniones,

· Los acuerdos, que pueden tomar forma a través de los órganos bipartitos o tripartitos de diálogo, y por último,

· La negociación colectiva, que no solo es un elemento integrante del diálogo social, sino que también es un indicador nato de la capacidad democrática de las instituciones.

Según la OIT, las condiciones que permiten el diálogo social son las siguientes:

1) La existencia de organizaciones de trabajadores y de empleadores sólidas e independientes, con la capacidad técnica y el acceso a la información necesarios, 

2) la voluntad política y el compromiso de todas las partes interesadas, 

3) el respeto a la libertad sindical y la negociación colectiva y 

4) Un apoyo institucional adecuado.

Como vimos, el diálogo social debe ser una aspiración, un fin en si mismo del sistema democrático. En la memoria del director general de la OIT en la 87ª reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo se mencionó que “para el diálogo social se requiere la participación y la libertad de la asociación, de ahí que en las sociedades democráticas resulta igualmente fecundo con fines de resolución de conflictos, de justicia social y de aplicación real de la política. Es el medio gracias al cual se defienden los derechos y se promueve el empleo y un trabajo seguro, así como una fuente de estabilidad en todos los niveles, desde la empresa hasta la sociedad en general”

LA LEY 25.877, GARANTIA DE DIALOGO SOCIAL. 

EL BALANCE SOCIAL.

¿También debería ser objeto público?


Entre otros aspectos que le dan legitimidad, la ley 25.877 viene a instrumentar por sobre todas las cosas el diálogo social en el mundo del trabajo siguiendo los principios de la Organización Internacional del Trabajo tal como vimos en el punto anterior.


Además de devolver el valor a la negociación colectiva estableciendo un sistema de articulación de convenios colectivos por nivel y de recuperar el principio de ultraactividad, todos lesionados por la aplicación de la ley 25.250; esta legislación instala definitivamente en el mundo del trabajo el concepto de “balance social”, en un clara posición de complementariedad con el deber de informar y con el objeto de materializar el deber de buena fe negocial, todos mencionados anteriormente.

Esta Ley denominada de Ordenamiento del Régimen Laboral introduce a través de los artículos 25 a 27 la obligación para las empresas de brindar información sobre aspectos concretos relacionados con su gestión empresarial y laboral.

En virtud de esta ley, las empresas que ocupen a más de TRESCIENTOS (300) trabajadores deberán elaborar, anualmente, un balance social que recoja información sistematizada relativa a condiciones de trabajo y empleo, costo laboral y prestaciones sociales a cargo de la empresa. Este documento será girado por la empresa al sindicato con personería gremial, signatario de la convención colectiva de trabajo que le sea aplicable, dentro de los TREINTA (30) días de elaborado. Una copia del balance será depositada en el MINISTERIO DE TRABAJO EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, la que será considerada estrictamente confidencial. Las empresas que empleen trabajadores distribuidos en varios establecimientos, deberán elaborar un balance social único, si la convención colectiva aplicable fuese de actividad o se aplicare un único convenio colectivo de empresa. Para el caso de que la misma empresa sea suscriptora de más de un convenio colectivo de trabajo, deberá elaborar un balance social en cada caso, cualquiera sea el número de trabajadores comprendidos.
 


El balance social incluirá, entre otras consideraciones, las actividades de que se trate: Balance general anual, cuenta de ganancias y pérdidas, notas complementarias, cuadros anexos y memoria del ejercicio. Estado y evolución económica y financiera de la empresa y del mercado en que actúa. Incidencia del costo laboral. Evolución de la masa salarial promedio. Su distribución según niveles y categorías. Evolución de la dotación del personal y distribución del tiempo de trabajo. Rotación del personal por edad y sexo. Capacitación, Personal efectivizado. Régimen de pasantías y prácticas rentadas. Estadísticas sobre accidentes de trabajo y enfermedades inculpables. Tercerizaciones y subcontrataciones efectuadas. Programas de innovación tecnológica y organizacional que impacten sobre la plantilla de personal o puedan involucrar modificación de condiciones de  trabajo.


Sin lugar a dudas, se trata de una normativa revolucionaria en cuanto al imperio del deber de información, de la buena fe en la negociación y como garante del diálogo social fecundo.

Si en algún momento se ha mencionado que la información es poder, compartir la información significa equilibrar la relación de fuerzas entre sujetos antagónicos de manera que la base de discusión sea común para poder alcanzar acuerdos posibles.

Esto tiene que ver con lo que mencionábamos en un comienzo, si no logramos hacer que los actores del diálogo, además de compartir principios vectores y generales del diálogo no comparten conceptos comunes e información real, difícil será la tarea de alcanzar consensos.

Si bien esta ley es aplicable a las relaciones del trabajo privado, por lógica pues es el ámbito donde realmente puede haber restricción es el tratamiento de la información, especialmente por el deber de confidencialidad y el secreto de información empresaria; no por ello deja de ser interesante para evaluarla desde el sector público, especialmente en cuanto a la obligación que deposita en el empleador para compartir información de gestión, pero por sobre todo la participación de los trabajadores en el sistema de formación decisional sobre la empresa, en este caso el Estado.

En el segundo congreso argentino de administración pública, realizado en Córdoba en Noviembre de 2003 mencionábamos que  “nuestra experiencia nos indica que nadie racionalmente discute que para la construcción de una Nación socialmente justa y soberana resulta necesaria la edificación de un Estado profesionalizado
”. Sin embargo también la realidad nos demuestra que las usinas de pensamiento acerca del rol y la funcionalidad del Estado, no logran ponerse de acuerdo sobre el modelo e incluso en las formas y herramientas necesarias para avanzar en ese proceso de modernización.

En similar dirección, para nosotros, se confunde muchas veces desde el punto de vista político a la estructura del Estado como base fundamental del gasto público, de manera que la discusión de su reorganización, suele concentrarse en una puja fiscal, financiera que

distorsionan los objetivos de eficientización y funcionalidad que deberían gobernar la modernización estatal.

Esa posición torna imposible el diálogo social para la modernización del Estado, pues lo convierte en un libro de caja, alejado de la eticidad de su rol social y objeto variable de políticas de ajuste.

Hicimos mención en dicho artículo, al «Acta de Compromiso Nacional», llamado « Pacto Social», firmado entre la Confederación General del Trabajo y la Confederación General Económica. Allí se preveía que en todas las empresas públicas, hubiera representantes de ambas confederaciones en el Directorio. Resultando similar la decisión adoptada por la  ley 20558 que creó la “Corporación de Empresas Nacionales,” presidida por el Ministro de Economía y que se integrara con dos vocales, uno nominado por la C.G.T. y otro por la C.G.E.


Sin embargo la realidad se ha empeñado en demostrar que esos procesos de participación del trabajador en la definición de las políticas públicas han sido esporádicos y respondieron mas a procesos de coyuntura política que a objetivos  estratégicos de estado.

Mencionábamos en el 2003, que es sentencia indeclinable la necesidad de planificar las políticas públicas en base a la identidad propia del Estado e imperioso elaborar los planes estratégicos capaces de devolverle al Estado su condición de intermediador social,  agregando como condición necesaria que los que conozcan el Estado sean los artífices de ese desarrollo.

Entonces uno se pregunta, si todo esto resulta tan evidente, si hay conciencia de experiencias que resultaron beneficiosas para la administración del Estado, entonces, porque cuesta tanto asumir esta necesidad de participación, de diálogo, de democratización de las decisiones del Estado.

Si la ley 25.877 marca un camino para la participación de los trabajadores en las decisiones estratégicas de las empresas fortaleciendo el diálogo social, en aquellos ámbitos donde hay un “dueño” privado superando las dificultades de “desnudar” frente a terceros “aspectos sensibles” de la empresa o de la política empresarial, donde la información podría ser utilizada por la “competencia” o donde la información del estado económico de las entidades empresarias podrían permitir mayores demandas de los trabajadores en la participación de las “ganancias” de los empresarios; porque no puede aplicarse esa misma lógica en la administración de la “cosa pública” que es patrimonio de todos.

Si casualmente en el Estado el presupuesto por definición es “público” y la transparencia de la gestión es un norte ineludible; porque entonces no permitir que esos mismos principios de diálogo y de participación no sean los mecanismos de transformación y moernización del Estado y la garantía de la calidad institucional.

Si una ley hace obligatoria la participación en el sector privado, porque no avanzar en una legislación, general o colectiva, que facilite el acceso de los trabajadores organizados a la información pública, a la elaboración de los presupuestos y al sistema decisional de las políticas públicas.

Actualmente, la elaboración de los “programas operativos de capacitación”, la convocatoria a concursos para la cobertura de los cargos de conducción del Estado, el fondo permanente de capacitación y recalificación laboral del sector público, el respeto a la carrera administrativa y el blanqueo de las plantas no permanentes son gestiones que hacen, a partir de la negociación colectiva, a la participación social, sin lugar a dudas.

Sin embargo, pensar que aún debemos elaborar mecanismos que garanticen la posibilidad que los trabajadores públicos participen en la elaboración de los presupuestos públicos, es una muestra que aún tenemos materia para trabajar al respecto.

Para ello se puede tomar la experiencia que significa el “balance social” y proyectar el “presupuesto social del Estado”, donde los trabajadores tengan garantizada:

a) La participación en la elaboración de los presupuestos,

b) conozcan la incidencia del costo laboral sobre el presupuesto,
c) se informen anualmente sobre la evolución de la masa salarial promedio y su distribución según nivel y categoría,
d) se informe anualmente sobre la evolución de la dotación de personal y como esta distribuida su planta,
e) se informe sobre la rotación y la movilidad del personal,

f) se presten estadísticas sobre el nivel de capacitación y formación e los agentes públicos,

g) se certifiquen cuales son los cargos sensibles del Estado,

h) se informe anualmente sobre estadísticas de accidentes laborales y tipos de enfermedades inculpables en el estado,

i) se informen sobre los proyectos de programas de innovación tecnológica e institucional en el estado, y

j) se discutan estructuras funcionales y vacantes en el Estado.

Convencidos que es necesario avanzar en estas cuestiones concretas que mejorarán la gestión pública, deberíamos rever la definición que alcanza la ley 24.185, en cuanto sigue sosteniendo que la discusión sobre las estructuras administrativas en el estado están excluidas de la negociación colectiva; tal como lo deja entrever el preámbulo del nuevo convenio colectivo de trabajo general del sector.

También redefinir las plantas del Estado para concretar con la responsabilidad de cumplir con las funciones estratégicas o como gusta decir, responsabilidades primarias de cada organismo público.

Esto significa que deberemos analizar en conjunto, trabajadores y políticos, cuales son las funciones que debe realizar cada organismo, como mejorar cada uno de los procesos de gestión que realiza y que nuevas actividades o procedimientos debe afrontar para el cumplimiento de la demanda social, considerando con ello la verdadera planta funcional de trabajadores necesaria para dichos objetivos.

Es inaudito que en la actualidad haya organismos en los que el 90 al 95 % del personal sea no permanente,  porque ello significa que, o dicho organismo cumple tareas estrictamente ocasionales y/o transitorias en la gestión del Estado, o esa planta que debería ser estable según lo indica la constitución, es transitoria por la falta de visión estratégica en los funcionarios políticos de turno.

Ello es tan vergonzoso como que los trabajadores públicos no tengan acceso a la información sobre los programas o las políticas que se planifiquen en cada organismo, a pesar que ello impactará no solo en la estructura de personal sino también en la gestión y los procesos que los trabajadores realizan, requiriendo nuevas capacidades y/o condiciones en que prestarán sus servicios; porque ello pone en evidencia que, o bien los trabajadores se están perdiendo la capacidad de participar en la organización y la planificación de su trabajo o los funcionarios no tienen vocación para el diálogo productivo, o lo que es peor, lo que no tienen es capacidad para planificar la administración y la gestión del Estado.

En virtud de todo ello, tomarse el ejercicio de pensar la posibilidad de un “presupuesto social” siguiendo los parámetros del “balance social” previsto en la ley 25.877 no parece una utopía lejana, ni una incongruencia pura entre lo “público” y lo “social”, se trata de poner en juego una vez mas, la gimnasia y nuevas herramientas que tiendan a fortalecer la participación democrática real en las decisiones de las políticas públicas.
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� NdeA: ver documento “El diálogo que la patria necesita” en wwww.aica.org.ar


� Diccionario de la Lengua Española - Vigésima segunda edición -  Real Academia Española: dice del diálogo: Plática entre dos o más personas, que alternativamente manifiestan sus ideas o afectos. . m. Discusión o trato en busca de avenencia.


� NdeA: La buena fe negocial es un principio legal exigido por el derecho como un instituto obligatorio para la negociación colectiva de trabajo tanto en el sector privado a través de la Ler 14.250 como en el público según la Ley 24.185.-


�   Idem -  Real Academia Española: democracia. (Del gr. δημοκρατία).1. f. Doctrina política favorable a la intervención del pueblo en el gobierno.2. f. Predominio del pueblo en el gobierno político de un Estado.





� Idem RAE: filosofía.(Del lat. philosophĭa, y este del gr. φιλοσοφία).1. f. Conjunto de saberes que busca establecer, de manera racional, los principios más generales que organizan y orientan el conocimiento de la realidad, así como el sentido del obrar humano.





� NdeA: Ver esta definición en www.ilo.org/global/lang--es/index.html


� Fuente: “Balance social. Derecho a la información y diálogo social” por Raúl Horacio Ojeda.


�  BARRERA, Fernando A. : “Participación de los trabajadores en la elección de las políticas públicas. Institucionalización del Diálogo social para la modernización del Estado” Revista Escenarios Año2 Nº 7 Mayo 2004, pag. 148
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